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La Sección Primera del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 30 
de junio de 2011, ha examinado el 
expediente de responsabilidad patri-
monial iniciado como consecuencia 
de la reclamación presentada a 
instancia de D. xxxxx, y a la vista 
del mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por unani-
midad, el siguiente 

 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 22 de febrero de 2010 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por D. 
yyyyy, en nombre y representación de D. xxxxx, debido a los daños sufridos en 
un accidente por el mal estado de la calzada.  

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 1 de marzo de 

2010, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 211/2010, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo de Castilla y León, aprobado por 
el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por el Sr. Presidente del 
Consejo, correspondió su ponencia al Consejero Sr. Amilivia González.  

 
Primero.- El 17 de junio de 2009 D. yyyyy, en nombre y representación 

de D. xxxxx, presenta una reclamación de responsabilidad patrimonial ante la 
Diputación Provincial de xxxx1, debido a las lesiones sufridas y los daños 
causados en su vehículo, matrícula xxxx, en un accidente acaecido el 13 de 
enero de 2009, en la carrera xx1 y a la altura del kilómetro 8, al patinar y 
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salirse de la vía por encontrarse ésta, a consecuencia de las obras que se 
realizaban, inundada de barro húmedo y helado sin señal alguna que alertara 
del peligro. Reclama, por ello, una indemnización de 1.350,83 euros. 

  
Adjunta a su escrito copia del poder de representación, atestado de la 

Guardia Civil, informes médicos, partes médicos de baja y alta, fotografías del 
estado en que quedó el vehículo y presupuesto de reparación por importe de 
1.058,23 euros. Previo requerimiento, se procede a compulsar dicha 
documentación.  

 
Segundo.- Consta en el expediente informe de 29 de julio del Jefe del 

Servicio de Carreteras de la Diputación de xxxx1, en el que señala que la 
carretera pertenece a la red de la Diputación Provincial, que las obras las 
realizaba la empresa qqqqq y que, en esa fecha, se produjo una nevada sobre 
la comarca, por lo que el conductor debía adecuar la velocidad del vehículo al 
estado de la vía.  

 
Tercero.- Obra asimismo informe de 14 de diciembre de 2009 del 

Director de Organización del Área de Fomento de la Diputación de xxxx1, que 
concluye que “es la acción de un tercero la única determinante del daño, sin 
que dicha obra tenga relación con la prestación de un servicio público”.  

 
Cuarto.- Concedido trámite de audiencia a la empresa qqqqq y al 

reclamante, éste reitera la pretensión indemnizatoria. La empresa alega que no 
estuvo realizando trabajos en el punto referido y que, por tanto, no tiene 
ninguna relación con el siniestro.  

 
Quinto.- El 14 de enero de 2010, se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación planteada.  
  

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 

 
Sexto.- Mediante Acuerdo del Presidente del Consejo de 30 de marzo de 

2010 se requiere a la Diputación Provincial de xxxx1 para que incorpore al 
expediente informe complementario sobre los siguientes aspectos: 
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  a) Identidad de la empresa que realizaba las obras en la carretera 
xx1 de esa Diputación en la fecha en la que se produjo el accidente sobre el 
que versa la reclamación. 
 
  b) Si la empresa realizaba las obras como contratista de esa 
Administración y las condiciones del contrato o, en otro caso, si había sido 
autorizada para la realización de las obras y cuáles eran las condiciones de 
dicha licencia. 
 

Al mismo tiempo se suspende el plazo para la emisión del dictamen. 
 
Séptimo.- El 14 de junio de 2011 se recibe en este Consejo informe del 

Jefe de Servicio de Carreteras de la Diputación de 10 de mayo de 2011, que 
transcribe informe del Capataz de la zona de 4 de abril del mismo año, según el 
cual “(…) El lugar donde se produjo dicho accidente se encontraba en obras; 
esas obras, en el P.K. 1 del xx1, las estaba realizando la empresa qqqqq, con el 
correspondiente permiso de la Diputación, estando debidamente señalizadas 
por dicha empresa. El día del accidente se produjo una nevada en esa zona”. A 
estos informes se adjunta la autorización de obra concedida a la empresa. 

 
Recibida la anterior documentación, se reanuda el plazo para la emisión 

de dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla A), apartado g), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 

artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
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Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 

 
3ª.- Concurren en la parte reclamante los requisitos de capacidad y 

legitimación exigidos por la referida Ley 30/1992, de 26 de noviembre y se ha 
acreditado la representación en los términos en ella establecidos. La 
competencia para resolver la presente reclamación corresponde a la Presidente 
de la Diputación Provincial de xxxx1, sin perjuicio de la delegación de 
competencias que pueda existir, de acuerdo con lo establecido en el artículo 
142.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, en relación con el artículo 
34.1.o) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen 
Local. 
 

La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. Consta 
que se presentó el 17 de junio de 2009, es decir, antes de transcurrir un año 
desde el accidente, acaecido el 13 de enero de 2009. 

 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los artículos 

139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, a la que además se 
remite, de forma genérica, el artículo 54 de la Ley 7/1985, de 2 de abril. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la doctrina del 

Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: 

 
 a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 

individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
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 b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la persona 
que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley. 

 
 c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 

decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo 
ámbito se produce el daño. 

 
 d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 

el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 

 
 e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
 f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 

produjo el hecho causante. 
 
En la esfera de las Administraciones Locales, el artículo 54 de la Ley 

7/1985, de 2 de abril, establece que “Las Entidades locales responderán 
directamente de los daños y perjuicios causados a los particulares en sus bienes 
y derechos como consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o 
de la actuación de sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos 
establecidos en la legislación general sobre responsabilidad administrativa”. 
Este precepto es reproducido, prácticamente de forma literal, por el artículo 223 
del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las 
Entidades Locales, aprobado por el Real Decreto 2.568/86, de 28 de noviembre. 

 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación de 

responsabilidad patrimonial interpuesta por D. xxxxx, debido a los daños 
personales y materiales provocados por un accidente que el interesado imputa 
a la Diputación Provincial de xxxx1, como titular de la vía en la que tuvo lugar. 

 
Comprobadas la realidad y certeza del daño patrimonial sufrido por el 

reclamante y la regularidad formal de su petición, la única cuestión planteada 
consiste en establecer si el expresado daño fue o no consecuencia del 
funcionamiento normal o anormal del servicio público, requisito indispensable 
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para el nacimiento de la responsabilidad patrimonial de la Administración 
conforme al artículo 139 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, ya citada.  

 
La determinación de la relación de causalidad exige comprobar si, a la 

vista de los datos resultantes del expediente, la actuación del reclamante se 
adecuó a las normas que regulan la utilización de los vehículos a motor en las 
vías públicas, así como si la Administración, por su parte, cumplió con las 
normas que, en relación con la conservación y señalización de la vía, le resultan 
exigibles, de forma que el nexo causal se produjera, directa e inmediatamente, 
entre el funcionamiento del servicio y el daño producido. 

 
 En concreto, el artículo 57.1 de la Ley sobre Tráfico, Circulación de 

Vehículos a Motor y Seguridad Vial, texto articulado aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo, establece que “Corresponde al 
titular de la vía la responsabilidad del mantenimiento de la misma en las 
mejores condiciones posibles de seguridad para la circulación y la instalación y 
conservación en ella de las adecuadas señales y marcas viales. También 
corresponde al titular de la vía la autorización previa para la instalación en ella 
de otras señales de circulación. En caso de emergencia, los Agentes de la 
autoridad podrán instalar señales circunstanciales sin autorización previa”. 

 
Como ha señalado reiteradamente el Consejo de Estado (Dictamen 

3.225/2002, de 9 de enero de 2003, entre otros), “la Administración tiene el 
deber de mantener las carreteras abiertas a la circulación pública en 
condiciones tales que la seguridad de quienes las utilicen quede normalmente 
garantizada. Este deber de la Administración establece el nexo causal entre la 
actuación u omisión administrativa y las consecuencias dañosas de los eventos 
puramente fortuitos que signifique quiebra de tales condiciones mínimas de 
seguridad que aquélla está obligada a garantizar”. 

 
Asimismo la citada Ley impone a los conductores de vehículos -usuarios 

del servicio público- unos deberes, tales como conducir con la diligencia y 
precaución necesaria para evitar todo daño propio y ajeno (artículo 9.2); estar en 
todo momento en condiciones de controlar sus vehículos (artículo 11.1); respetar 
los límites de velocidad establecidos y tener en cuenta, además, las 
características y el estado de la vía, las condiciones meteorológicas, ambientales 
y de circulación y, en general, cuantas circunstancias concurran en cada 
momento, a fin de adecuar la velocidad del vehículo a las mismas (artículo 19.1). 
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En el caso examinado, el daño se produjo como consecuencia de la 
utilización por el reclamante de un servicio público, pues fue ocasionado por el 
deficiente estado de conservación y señalización de la carretera, al patinar el 
vehículo debido a la existencia de barro húmedo y helado en la calzada, tal 
como acreditan las diligencias instruidas por la Guardia Civil, en las que se hace 
constar igualmente que “Recorrido el tramo desde xxxx2 hasta xxxx3 no existe 
ninguna señal de peligro, ni de obras, ni de reducción de velocidad en la vía”.  

 
No procede oponer a esta conclusión una eventual infracción por el 

conductor de la normativa de circulación, tal como recoge la propuesta de 
resolución, pues en el atestado consta expresamente que no concurre tal 
infracción. Tampoco cabe oponer, como también refiere la propuesta, que la 
obra ejecutada por la empresa titular de la licencia “no estaba relacionada con 
la esfera de atribuciones que, para satisfacer un servicio público, es 
competencia de esta Diputación”, pues ello no permite a la Administración 
provincial titular de la vía hacer dejación de sus obligaciones de conservación 
de ésta, ni elimina su responsabilidad por los daños que el funcionamiento del 
servicio pueda ocasionar a terceros. De este modo, con independencia de la 
finalidad de la obra, lo cierto es que su realización en las proximidades de la 
calzada determina su relación con el funcionamiento del servicio público 
provincial de carreteras, pues la citada obra provocó la existencia de gravilla en 
la calzada, que se encontraba helada, y determinó que el vehículo accidentado 
patinara. Por lo demás, las condiciones meteorológicas existentes -hielo o 
nieve- no pueden calificarse como fuerza mayor, a efectos de exoneración de la 
responsabilidad administrativa, al no ser infrecuentes dada la fecha de 
producción del accidente.  

 
Como ha señalado este Consejo Consultivo en su Dictamen 523/2011, de 

19 de mayo, toda situación irregular que se aprecie en la vía, crea en la 
Administración responsable la obligación de vigilancia y cuidado necesarios para 
evitar que se produzca. De ahí que las situaciones de riesgo que se generen 
pueden ser objeto de indemnización por parte de la Administración que, 
atendidas las circunstancias del caso, hubiere incumplido sus obligaciones de 
vigilancia y policía, en cuanto encargada del buen funcionamiento de los 
servicios públicos. Responsabilidad que tampoco le impediría repetir, si lo 
estimara conveniente, contra los causantes directos del siniestro por colocar en 
la vía pública obstáculos o cualquier otro elemento que pudiera causar un daño. 
Ello es así no sólo en el caso de que las actuaciones de los terceros se hayan 
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realizado al margen del procedimiento legalmente establecido, sino también en 
el caso de actuaciones realizadas con todos los permisos o autorizaciones que 
exija la legislación aplicable. Al respecto pueden mencionarse las Sentencias de 
25 de noviembre de 2003, de la Sala de lo Contencioso-administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Cantabria y de 28 de abril de 2005, de la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid. 

 
Cabe citar también el dictamen del Consejo de Estado nº 3.664/2003, de 

12 de febrero de 2004, según el cual “(…) no es dable oponer frente a la 
pretensión formulada por el reclamante el que la arqueta o registro de 
alcantarillado que motivó el accidente no correspondiere a ningún servicio de la 
competencia de la Ciudad de Melilla. Y ello por cuanto la Administración titular 
de la carretera, que sí es la Ciudad de Melilla, en ningún momento deja de 
asumir las obligaciones de cuidado y conservación de la vía pública, ni la 
responsabilidad por los daños que el funcionamiento del servicio pueda 
ocasionar a terceros. Más aun, entre las obligaciones que pesan sobre la 
Administración viaria figura la de mantener las carreteras en condiciones tales 
que la seguridad de quienes las utilicen quede normalmente garantizada, de tal 
suerte que el incumplimiento de esta obligación se erige en título de imputación 
de responsabilidad frente a dicha Administración. Ello no es óbice para que la 
Ciudad de Melilla repita luego contra la Administración eventualmente 
responsable de la conservación y mantenimiento de la arqueta, y a quien, por 
ende, le resulta directamente imputable el incumplimiento y la consiguiente 
comisión material del perjuicio inferido al reclamante. A ésta corresponderá la 
carga económica de la indemnización, pero sin que esta responsabilidad final 
pueda servir a la Administración encargada de la conservación de la carretera 
para desvanecer la suya propia frente a terceros”.  
 
 Conforme a lo expuesto, al no constar en el expediente negligencia o 
conducta culposa del reclamante ni acontecimiento generador del daño que 
pueda calificarse de fuerza mayor y al apreciarse un defectuoso funcionamiento 
del servicio público de carreteras que originó el accidente, el Consejo Consultivo 
considera, en discrepancia con la propuesta de resolución, que concurren los 
requisitos legales para declarar la responsabilidad patrimonial de la 
Administración, razón por la cual la reclamación debe estimarse, sin perjuicio 
del derecho que pueda asistir a la Administración Provincial, según lo señalado 
anteriormente, para repetir el pago de la indemnización de la empresa titular de 
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la licencia de obras, de haber incumplido las condiciones a que se sujetaba la 
citada autorización. 
  

6ª.- Sobre la indemnización que corresponde por los daños materiales 
causados al vehículo, a falta de otra valoración contradictoria efectuada por la 
Administración, deberá abonarse al interesado la cantidad de 1.058,23 euros, a 
la que asciende el valor de la reparación del vehículo accidentado, según el 
presupuesto aportado al expediente. 

 
Reclama también la suma de 266 euros por los daños físicos ocasionados 

en el accidente, que motivó que durante cinco días estuviera incapacitado para 
su trabajo habitual y que calcula según el baremo aplicable a los accidentes de 
tráfico en el año 2009. Tales días impeditivos se acreditan con los partes de 
baja y alta, por lo que se considera procedente su abono. 

 
Solicita finalmente el interesado que, sobre la suma anterior de 266 

euros, se aplique el 10% de factor de corrección por perjuicios económicos 
(26,60 euros). En este sentido ha de indicarse que, a diferencia de lo previsto 
para la apreciación del factor de corrección en las indemnizaciones por muerte 
y lesiones permanentes, en las indemnizaciones por incapacidad temporal no se 
contempla la inclusión automática en el apartado que prevé un aumento de 
hasta el 10%, en el caso de “cualquier víctima en edad laboral, aunque no se 
justifiquen ingresos”. Sobre este particular, el reclamante no ha alegado ni 
acreditado que la situación de baja le haya ocasionado perjuicios económicos, 
por lo que se considera que no procede acceder a su petición en este punto. 

 
Procede por ello reconocer al interesado una indemnización total de 

1.324,23 euros, que deberá actualizarse a la fecha en que se ponga fin al 
procedimiento de responsabilidad, de acuerdo con lo previsto en el artículo 
141.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
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Procede dictar resolución estimatoria parcial, por importe de 1.324,23 
euros, en el expediente de responsabilidad patrimonial iniciado como 
consecuencia de la reclamación presentada por D. yyyyy, en nombre y 
representación de D. xxxxx, debido a los daños sufridos en un accidente por el 
mal estado de la calzada.  

 
 No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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